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Este trabajo de suficiencia profesional aborda una denuncia formulada por operaciones no 

reconocidas, que contiene una serie de imputación de cargos en contra de un Banco, al que se 

le imputa falta de idoneidad del servicio por permitir que se efectúen operaciones no 

reconocidas por la denunciante, quien refiere que la entidad no habría activado las medidas de 

seguridad, mientras que en el caso de la Aseguradora, se le imputa que no habría cumplido 

con observar las medidas de seguridad para comprobar la identidad del solicitante de la 

anulación del seguro de protección de la tarjeta de ahorros. 

 

En el marco del procedimiento, el Banco argumentó que la ausencia de un perfil de 

transacciones del usuario, impide que se active el sistema de monitoreo, por lo que no se le 

puede imputar responsabilidad en este extremo. Asimismo, manifestó que la denunciante 

habría incumplido con las obligaciones contempladas en los términos suscritos al momento de 

la contratación de la tarjeta, por no mantener la reserva de la tarjeta, clave secreta y clave 

digital.  

 

De igual manera, el Banco alegó haber enviado la notificación de las operaciones, por lo que 

es la denunciante, quien no fue diligente para solicitar el bloqueo de su tarjeta. 

 

Por otro lado, la Aseguradora argumentó que se procedió con la anulación del seguro por 

solicitud del usuario mediante llamada a través de la banca telefónica del Banco, entidad con 

la que mantienen un convenio para ofrecer la contratación de seguros de protección para los 

productos financieros, oportunidad en la cual se validaron los datos de identidad del usuario. 

  

Siendo así, la Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI declara 

infundada la denuncia formulada contra el Banco y la Aseguradora; mientras que en segunda 

instancia, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI revocó la 

resolución apelada y declaró fundada la denuncia respecto del Banco. No obstante, el trámite 

de este procedimiento se amplió con ocasión de la nulidad de oficio formulada por el Banco. 

 

De este modo, este trabajo aborda los problemas jurídicos referidos a las medidas de seguridad 

en operaciones financieras, así como la anulación del contrato de seguro sin adoptar las 

medidas de seguridad para comprobar la identidad del solicitante y la nulidad de oficio. 

Asimismo, presentamos posiciones sustentadas en derecho respecto de los referidos problemas 

y de las resoluciones expedidas en el marco del procedimiento, las cuales han servido como 

fundamentación de las conclusiones del trabajo.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. Resumen de la denuncia 

Con fecha 31 de diciembre de 2020, la Sra. R.E.O.S. (en lo sucesivo “la denunciante”) 

interpuso denuncia contra el B.C.P. S.A. (en adelante el “Banco”) y P.C.S.R. S.A. (en 

adelante la “Aseguradora”) en los siguientes términos: 

• El Banco permitió que se realicen operaciones los días 14 y 15 de diciembre de 2020 por 

un total de S/ 18,015 soles con cargo a su Cuenta de Ahorros 305-****-***-8028, 

oportunidad en la cual no habría detectado que se trataba de operaciones inusuales que se 

realizaron por montos elevados, de forma consecutiva y en menos de 24 horas sustrajeron 

todos sus ahorros. 

• A continuación, el detalle de las operaciones cuestionadas por la denunciante: 

FECHA IMPORTE 

14/12/2020 S/ 6,000 

15/12/2020 S/ 9,000 

15/12/2020 S/ 3,010 

15/12/2020 S/ 5 

 

• La denunciante considera que una vez el Banco advirtió el movimiento de altas sumas de 

dinero, ajeno al patrón del consumo habitual de la denunciante, debió activar sus sistemas 

de seguridad, bloqueando la cuenta de ahorros, lo cual no cumplió, demostrando la falta 

de idoneidad del servicio ofrecido, 

• De otro lado, menciona que la Aseguradora anuló unilateralmente el seguro de protección 

de tarjeta que contrató para su tarjeta de ahorros Credimás 4757-***-***- 1197, 

demostrando la inobservancia del deber de idoneidad. 

• La Aseguradora le habría manifestado que anuló su seguro debido a su solicitud mediante 

la banca telefónica del Banco, lo cual sería falso, pues llevaba tiempo pagando la prima; 

por lo que, dicha anulación se realizó sin cumplir con los parámetros de seguridad.  

 

1.2. Imputación de cargos  

La Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI en la 

Resolución N° 02 del 03 de marzo de 2021 admite la denuncia formulada, imputando las 

siguientes faltas que habrían vulnerado el deber de idoneidad: 

• Presunta infracción al art. 19 de la Ley N° 29571 por parte del Banco, en tanto habría 

permitido cuatro operaciones no reconocidas, con cargo a la cuenta de ahorros de la 
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denunciante los días 14 y 15 de diciembre de 2020, por el monto de S/ 18,015 soles, sin 

adoptar las medidas de seguridad. 

• Presunta infracción al art. 19 de la Ley N° 29571 por parte de la Aseguradora, en tanto 

habría anulado de manera unilateral el seguro de protección de tarjetas plus, sin adoptar 

las medidas de seguridad para comprobar la identidad del titular. 

 

1.3. Resumen de descargos del Banco 

Con fecha 14 de abril de 2021, el Banco argumentó lo siguiente: 

• El 16 de diciembre de 2019, la denunciante abrió la Cuenta de Ahorros 305-****-***-

8028, vinculada con la Tarjeta Credimás 455-****-*****-1197. 

• Refiere que le habría informado que cualquier operación bancaria con la tarjeta requiere 

ingresar la clave y/o firma electrónica, por lo que con el ingreso de la clave, se reputa 

indubitablemente realizada, reconocida y aceptada por el cliente, aun cuando hubiese sido 

realizada por terceros. 

• Toda operación efectuada con el empleo de la clave secreta se reputaba efectuada por la 

denunciante, siendo que recaía en la denunciante el deber de cautelarla y conservar dichos 

datos en su esfera de control e informar inmediatamente acerca de la pérdida o extravío 

de sus productos financieros. 

• En cuanto a las operaciones por banca móvil, refiere que la denunciante tenía 

conocimiento que toda operación efectuada con clave digital se reputaba realizada por el 

cliente, por lo que se pactó una cláusula de eximente de responsabilidad para este tipo de 

casos. 

• La denunciante desde el 26 de octubre de 2020 se afilió a la banca móvil del Banco y 

activó su clave token digital, lo cual se verifica del estado de cuenta de diciembre de 2020, 

en el que se aprecia una operación por banca móvil por la suma de S/ 15 soles. 

• El Banco manifestó haber notificado a su correo electrónico las operaciones cuestionadas 

y las cuales se encontraban dentro del tope de operaciones en banca móvil contemplados 

en la página web del banco. 

• En esta misma línea, indicó que los sistemas de seguridad se activan a partir de la segunda 

operación inmediata, por lo que el perfil transaccional de la denunciante para las 

operaciones del 15 de diciembre de 2023, se formaría con la primera operación por S/ 

6,000 soles.  

• En cuanto a las medidas de seguridad para efectuar operaciones por internet, indicó que 

el usuario debía ingresar dos contraseñas con las que el cliente firmaba la operación. 

• El 16 de diciembre de 2020, se realizó el bloqueo de la tarjeta, es decir, el mismo día en 

el que se realizaron las operaciones no reconocidas, acreditando que actuó de manera 



 

 6 

inmediata y oportuna, mientras que la denunciante no fue diligente por no reportar la 

sustracción de su tarjeta ni estar atenta a los reportes de movimientos.  

 

1.4. Resumen de los descargos de la Aseguradora 

Con fecha 16 de abril de 2021, la Aseguradora argumentó lo siguiente: 

• La denunciante solicitó la anulación del seguro de protección de tarjeta a través de la 

banca telefónica del Banco, para lo cual ofrece la llamada como medio probatorio, 

oportunidad en la cual se validaron los datos de identidad y se procedió a la anulación del 

referido seguro. 

 

1.5. Informe Final de Instrucción 

La Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor del INDECOPI emitió 

Informe Final de Instrucción N° 000069-2021-LAM del 05 de julio de 2021, que recomienda 

declarar infundada la denuncia en todos sus extremos. 

 

En referencia al Banco, la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor 

del INDECOPI concluyó que cumplió con implementar las medidas de seguridad durante las 

operaciones materias de denuncia, toda vez que éstas se realizaron dentro de los límites 

permitidos y no fueron continuas, siendo que la denunciante no califica como consumidor 

diligente por no verificar los reportes de movimiento ni los detalles de operación enviadas al 

correo electrónico.  

 

De igual manera, verificó que se ingresó la clave secreta (token digital) en cada operación, 

por lo que se advierte la validez de las mismas.   

 

1.6. Resolución Final N° 0346-2021 

La Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI mediante 

Resolución N° 0346-2021 del 19 de julio de 2021 resolvió lo siguiente: 

(i) Infundada la denuncia interpuesta contra el Banco, por presunta infracción de los 

artículos 18 y 19 de la Ley 29571, al haber acreditado que cumplió con implementar 

las medidas de seguridad pertinentes respecto a las cuatro operaciones cuestionadas.  

(ii) Infundada la denuncia interpuesta contra la Aseguradora, por presunta infracción de 

los artículos 18 y 19 del Código, al no haberse acreditado que anuló unilateralmente 

la póliza de seguro de protección de tarjetas con certificado N° ****** de titularidad 

de la denunciante. 
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Esta resolución tuvo como fundamentos principales los siguientes: 

En el caso del Banco 

• Los montos de las cuatro transferencias por banca móvil realizadas a terceros fueron 

dentro de los límites permitidos por el Banco y se realizaron de manera no continua, en 

consecuencia, estas operaciones no califican como inusuales o sospechosos que ameriten 

la activación del sistema de alertas del Banco, toda vez que con anterioridad se hizo uso 

del canal banca móvil y si bien son montos mayores estas fueron con un tiempo de 

diferencia, por lo que no fue posible detectar patrones de fraude. 

• La denunciante no cumplió con el deber de diligencia en el manejo de este producto 

financiero, por no verificar el reporte de movimientos ni el detalle de la primera y tercera 

operación que fueron enviados al correo electrónico de la denunciante. 

•  Los reportes Tandem y Wincha acredita que estas operaciones se hicieron con la 

información de la tarjeta, ingresando la clave secreta (token digital) en cada oportunidad, 

por lo que se advierte la validez de las operaciones. 

 

En el caso de la Aseguradora 

• Es válido que la solicitud de cancelación del seguro de protección se hubiese realizado a 

través de la banca telefónica del Banco, entidad que se desempeña como agente 

comercializador del seguro contratado por la denunciante.  

• De la llamada entre la denunciante y el Banco, se advierte que se cumplió con la 

validación de datos con preguntas sobre el tipo de cuentas y monedas, información 

personal y confidencial que sólo es conocida por el titular de la tarjeta asegurada.  

 

1.7. Recurso de apelación   

Con fecha 12 de agosto de 2021, la denunciante formuló recurso de apelación, únicamente 

sobre el extremo referido al Banco, por lo que consiente el extremo referido a la Aseguradora.  

• La Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI debía tener en 

consideración que nunca realizó tres consumos en un solo día o consumos consecutivos 

en dos días, lo que era motivo suficiente para que el Banco se hubiese percatado de la 

inusualidad de los movimientos materia de denuncia. 

• Los montos cuestionados eran elevados y se alejaban de su historial de consumo por la 

disparidad que existía entre ellos, lo que demostraba la inusualidad de las operaciones y 

la absoluta responsabilidad del Banco. Incluso, el monto de una sola operación no 

reconocida es mayor a la totalidad de sus consumos mensuales.  

• El canal de banca móvil sí fue utilizado con anterioridad a las operaciones no reconocidas, 

pero solo por el monto de S/ 15 soles (10 de diciembre de 2020), suma extremadamente 
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menor al de las operaciones materia de denuncia, toda vez que en menos de 24 horas se 

permitió el retiro de S/18,015 soles mediante cuatro movimientos bancarios. 

• La Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI resolvió dos 

casos similares de forma distinta, toda vez que la Resolución N° 0005-2021/CPC-

INDECOPI-LAM se ordenó al Banco devolver los movimientos inusuales, a diferencia 

de lo que ocurrió con su denuncia, aun cuando abordan casos similares.  

• Los consumos del mes de diciembre de 2019 no debían formar parte del patrón de 

consumo, porque estos fueron realizados por delincuentes, lo que originó que mediante 

Resolución N° 0021-2021/INDECOPI-LAM, recaída en el Expediente N° 0436- 

2020/PS0-INDECOPI-LAM, la Autoridad Administrativa ordene a la Aseguradora la 

devolución de tres retiros por las sumas de S/3,000, S/3,000 y S/2,716 soles. 

 

1.8. Resolución Final de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI 

N° 0737-2022/SPC 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI mediante Resolución N° 

0737-2022/SPC del 12 de abril de 2022, resolvió lo siguiente: 

(i) Revocar la Resolución apelada, que declaró infundada la denuncia interpuesta contra 

el Banco; y, en consecuencia, la declaró fundada, por infracción al art. 19 de la Ley 

29571, en tanto se acreditó que la entidad bancaria no cumplió con las medidas de 

seguridad pertinentes, toda vez que no detectó que el 15 de diciembre de 2020 se 

realizó una operación por el monto de S/ 9,000 soles con cargo a la cuenta de ahorros 

305-****- ***-8028, monto fuera del patrón habitual de consumo de la tarjeta 

habiente, permitiendo que luego de ello se realicen dos operaciones en perjuicio de 

la consumidora. Asimismo, se ha verificado que las operaciones por las sumas 

ascendentes a S/6,000 y S/9,000 soles no se realizaron conforme con los requisitos 

de validez exigidos por el propio Banco.   

(ii) Sancionar al Banco con una multa de dos (02) UIT, por infracción del art. 19 de la 

Ley 29571 acreditada en esta instancia.  

(iii) Como medida correctiva, se ordenó la devolución de los S/18,015 soles por las cuatro 

(04) operaciones materia de denuncia, más los intereses legales generados desde la 

fecha de las operaciones hasta que cumpla con la medida.  

 

Esta resolución tuvo como fundamentos principales los siguientes: 

• El criterio para evidenciar un uso fraudulento del producto financiero es el registro de 

consumos máximos totales efectuados en meses anteriores por la denunciante.  

• De este modo, advierte que la primera operación por S/ 6,000 soles del 14 de diciembre 

de 2020, estaba dentro del patrón de consumo habitual, toda vez que el monto total de las 
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operaciones hasta ese momento en el mes de diciembre, ascendía a S/ 6,905 soles, por lo 

que no calificaba como inusual o sospechosa, por tanto, no ameritaba la activación de las 

alertas del Banco.  

• En el caso de la segunda operación por S/9000 soles, efectuada el 15 de diciembre de 

2020, superaba en exceso el monto máximo de consumo mensual registrado previamente 

por la denunciante que ascendía a S/ 8728.99, por lo que ameritaba que el Banco active 

la alerta para impedir que se efectúen las dos operaciones sucesivas por S/ 3,010 y S/ 5 

soles, contraviniendo la obligación de monitorear y detectar estas operaciones inusuales. 

• Luego de ello, evaluaron la validez de las operaciones, revisando las capturas de pantalla 

de las operaciones (S/ 6,000, y S/ 9,000) en las que se verifica la fecha y el ingreso de 

clave token en cada una de ellas. No obstante, no acredita el paso previo que habría 

permitido la generación de dicha clave, esto es, el ingreso a la banca móvil los días 14 y 

15 de diciembre de 2020 para poder efectuar estas operaciones.  

• En su escrito de descargos el propio Banco describió como parte de la seguridad de sus 

sistemas que, para realizar operaciones por internet eran necesarias dos contraseñas con 

las que el cliente firma la operación: (i) la clave de internet de seis dígitos, que permite 

ingresar al cliente a la banca móvil; y (ii) la clave digital, para confirmar la operación.  

• Sin embargo, la entidad denunciada no ha sustentado dentro del procedimiento 

administrativo en qué medida dichos medios de prueba podrían acreditar la validación de 

del procedimiento a seguirse para efectuar las operaciones no reconocidas, más aún si el 

ingreso a la banca móvil resultaba un paso fundamental para que se ejecute una operación 

vía internet, en la medida que permite al cliente acceder de manera virtual a su cuenta de 

ahorros para realizar operaciones.  

• En esta misma línea, de la revisión del reporte “Log Ace Server” presentado por el Banco 

(“Reporte_Posventa_ Authentication Activity”) no es posible verificar que el usuario 

digitó la clave de internet, necesaria para obtener acceso a la banca móvil; por tanto, no 

es posible concluir que las operaciones efectuadas se realizaron válidamente.  

 

Cabe precisar que, esta Resolución tiene un voto singular de A.R.C.M.M. quien discrepa con 

la fundamentación propuesta en la Resolución Final, por los siguientes fundamentos: 

• La evaluación de las operaciones no se debe limitar por el factor del consumo total 

mensual del cliente en los meses anteriores a la operación denunciada, motivo por el cual 

discrepa del voto en mayoría. Señala que corresponde verificar si el importe de las 

transacciones responde a lo usual en otras operaciones anteriores e individualizadas, a lo 

que debe agregarse otros factores de evaluación como la frecuencia y el canal en el que 
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se efectuó la operación y, a partir de ello, determinar si esta operación era habitual o 

inusual.  

• Considera que se debe ampliar los alcances de dicho criterio aplicable a los casos 

vinculados a denuncias por falta de medidas de seguridad en operaciones no reconocidas 

por los usuarios de servicios financieros, a fin de revestir de un contenido más completo 

al análisis de comportamiento habitual del cliente, estableciéndose la obligación del 

Banco de cumplir con evaluar el conjunto de factores que configuran el comportamiento 

habitual de cada cliente. 

• Expone un análisis de los criterios bajo los cuales se debe evaluar cada operación, entre 

ellos: canal para operaciones, frecuencia de operaciones, máxima operación individual y 

máximo total registrado. 

• Concluye que la primera operación materia de denuncia excedía el importe máximo del 

consumo individual registrado en el histórico de la denunciante (S/ 3,000), por tanto, se 

diferencia del consumo habitual de la denunciante.  

• En consecuencia, desde la primera operación por S/ 6,000 soles, el Banco debió generar 

las alertas en los sistemas de seguridad para impedir que se cargue esta transacción y 

evitar que se continúen realizando las sucesivas transacciones. Por ese motivo, agrega 

que carece de objeto evaluar la validez de las transacciones realizadas el 15 de diciembre 

de 2020, toda vez que desde el primer consumo sospechoso, el Banco no debió permitir 

que se procesen las operaciones restantes.  

 

1.9. Solicitud de nulidad  

Con fecha 5 de mayo de 2022, el Banco solicito la nulidad de la Resolución N° 0737-

2022/SPC-INDECOPI, que ordenó como medida correctiva que el Banco cumpla con 

devolver el monto total de las operaciones denunciadas. 

El Banco alega que la referida resolución contraviene los principios del procedimiento 

administrativo y la Constitución, en atención a los siguientes argumentos:  

• La Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI no tomó en 

consideración lo dispuesto en la Casación N° 956-2017- Lambayeque, en la que se 

concluyó que la entidad financiera no tenía responsabilidad en casos de sustracción por 

parte de terceros, siempre que cumpla con informar las medidas de seguridad contra 

fraudes por internet. En consecuencia, siendo que en el expediente obra documentación 

que acreditaba que se informó a la denunciante sobre el deber de custodia del plástico de 

la tarjeta y la clave secreta, a través de la web sobre los fraudes por internet, no 

corresponde imputar responsabilidad en contra del Banco.  
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• La Autoridad Administrativa ordenó como medida correctiva la devolución de las 

operaciones no reconocidas, sin tomar en cuenta que los beneficiarios de estas 

operaciones eran personas vinculadas a otras denuncias y mantienen vinculación familiar 

y amical con la denunciante, lo cual evidenciaría un presunto autofraude. 

• La medida correctiva ordenada tenía impregnada una sanción económica de devolución 

a quien fáctica y jurídicamente no tenía en su poder el monto en cuestión y no a quien 

realmente los tenía que eran los beneficiarios vinculados con la denunciante. 

• El Colegiado debía revisar el escrito presentado el 19 de abril de 2022, con la finalidad 

de verificar el grado de cercanía entre la denunciante y los beneficiarios de las 

operaciones cuestionadas, que revelaría que los denunciantes actúan fuera del marco 

normativo con el propósito de obtener un provecho económico. 

 

1.10.     Resolución N° 1453-2022/SPC 

Mediante Resolución N° 0737-2022/SPC del 18 de julio de 2022, la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor del INDECOPI resolvió declarar la improcedencia de la 

solicitud de nulidad formulada por el Banco, resaltando que la nulidad de oficio es una 

atribución propia de la Autoridad Administrativa, por lo que no puede ampararse la 

solicitud de particulares. No obstante, se ha verificado que el referido acto no contiene 

vicio alguno que afecte el interés público o lesione derechos fundamentales, al apreciarse 

que el pronunciamiento expedido se encontró motivado y sustentado en los actuados, y el 

mismo no vulneró el derecho de defensa del proveedor.  

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

En este expediente administrativo se han abordado los problemas jurídicos que detallamos, 

los cuales fueron analizados por la Autoridad Administrativa, con el propósito de determinar 

la existencia de responsabilidad por la falta de idoneidad en los servicios ofrecidos por los 

proveedores.  

- Las medidas de seguridad en el servicio bancario. 

- La anulación del seguro y los mecanismos de seguridad para comprobar la identidad del 

titular. 

- La procedencia de la nulidad de oficio. 

 

En ese sentido, exponemos cada problema jurídico contenido en este expediente 

administrativo. 
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2.1. Las medidas de seguridad en el servicio bancario 

La denunciante refiere que el Banco habría permitido que se realicen cuatro (04) operaciones sin 

cumplir con adoptar las medidas de seguridad pertinentes.  

 

Sin embargo, el Banco argumentó que la denunciante no habría observado las obligaciones 

contempladas en los términos suscritos al momento de la contratación de la tarjeta, por no 

mantener la reserva de la tarjeta, clave secreta y clave digital.  

 

El Banco alega que no puede imputarse responsabilidad por estas operaciones no reconocidas, 

siendo que éstas se realizaron conforme al procedimiento para operaciones en banca móvil, 

ingresando la información de la tarjeta y las claves. 

 

De este modo, la Autoridad Administrativa debía determinar si el Banco habría cumplido con 

activar las medidas de seguridad cuando se realizaron las cuatro (04) operaciones, toda vez que 

la inobservancia de estas medidas que reglamentariamente las entidades del sistema financiero 

están en la obligación de implementar, supone la contravención al deber de idoneidad del 

proveedor. 

 

La idoneidad del servicio está contemplada en los artículos 18 y 19 del Código de Protección al 

Consumidor, entendida como la correlación entre lo que el usuario espera recibir y lo que 

realmente recibe del proveedor, conforme con la información, la naturaleza del servicio, la 

garantías, condiciones de la transacción, precios, entre otros. 

 

Siendo así, el deber de idoneidad se consagra representa el pilar fundamental de la normativa de 

protección al consumidor, el cual ha sido objeto de una permanente evolución que ha permitido 

su conceptualización tal como la conocemos actualmente:  

 

a. El deber de información y de idoneidad del proveedor surgen como mecanismos de 

tutela del consumidor dirigidos a nivelar su situación de asimetría. 

(…)  

c. El deber de idoneidad se materializa en que los productos y servicios que el proveedor 

pone en circulación en el mercado respondan a las expectativas de un consumidor 

razonable. 

d. Una de las maneras de cubrir estas expectativas se da a través de la garantía, que no es 

más que la asunción de responsabilidad del proveedor frente al consumidor, en caso de 

que el producto o servicio no satisfaga las expectativas antes mencionadas. (Espinoza, 

2021, p. 252)  
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No obstante, esta evolución del deber de idoneidad no ha sido pacífica, toda vez que los 

proveedores siempre buscaron deslindar su responsabilidad frente al consumidor, a quien debía 

asistirle esta garantía con la finalidad de nivelar esta relación de asimetría. 

 

La historia del deber de idoneidad en el sistema de protección al consumidor es bastante 

curiosa. Desde la promulgación del Decreto Legislativo 716, el deber de idoneidad fue 

ganando espacio rápidamente como una de las exigencias más relevantes del sistema de 

protección al consumidor, al punto que la gran cantidad de controversias presentadas ante 

el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 

Intelectual importaban plantear la inobservancia de ese deber. La jurisprudencia emitida 

por dicha entidad durante sus primeros años hizo un esfuerzo por construir un deber de 

idoneidad con un contenido razonable. Esa construcción jurisprudencial parece haber 

sobrevivido el paso de los años en el Código del Consumidor (…). (Rodríguez, 2014, 

p.304) 

 

Ahora bien, en caso el consumidor denuncie la contravención del deber de idoneidad, es quien 

debe acreditar el defecto del bien o servicio, lo que se conoce como la carga de la prueba que rige 

en nuestro ordenamiento jurídico que indica que “la carga de probar corresponde a quien afirma 

hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos” conforme 

con lo dispuesto en el artículo 196 del Código Procesal Civil. 

 

La doctrina resalta la importancia de la carga de la prueba, la cual permite determinar la 

autenticidad de las alegaciones de cada sujeto que compone la relación jurídica procesal:  

 

Como lo hemos indicado anteriormente, no basta afirmar los hechos sustentatorios de la 

pretensión, sino hay que acreditarlos si se quiere que ella sea amparada, de ahí surge el 

concepto de la carga de la prueba. La carga de la prueba importa no solo ofrecer el medio 

o los medios probatorios para demostrar la veracidad de los hechos alegados, sino 

actuarlos en observancia de las normas previstas por el ordenamiento jurídico procesal. 

(Carrión, 2001, p. 33) 

 

Se debe considerar a la prueba como la demostración de lo que se afirma dentro de un 

proceso debiendo diferenciarse del “medio probatorio”, que es el vehículo a través del 

cual se va a probar lo alegado. Esta diferenciación sirve para establecer la validez de la 

actividad procesal de los administrados y de la administración como también para 

determinar los puntos controvertidos en una actividad que por su naturaleza es dialéctica 
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y que se sustenta en la demostración de afirmaciones realizadas por los sujetos del 

procedimiento y, en el caso del Procedimiento Administrativo Sancionador, para 

determinar la existencia o no de infracciones al ordenamiento jurídico administrativo. 

(Ponce, 2017, p. 342) 

 

De esta manera, una vez que el consumidor acredita los defectos del bien o servicio, es el 

proveedor quien prueba una causa objetiva que lo exonere de responsabilidad administrativa por 

contravención del deber de idoneidad, conforme lo establecido en el artículo 104 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, lo cual ha sido abordado por la doctrina:  

 

La norma claramente establece que la responsabilidad en este ámbito es objetiva. Señala 

que el proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la 

existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura del 

nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de un tercero o de 

la imprudencia del propio consumidor afectado. En este caso, la imprudencia del 

consumidor reemplaza al hecho de la administración como supuesto de fractura del nexo 

causal. (Guzmán, 2021, p. 393) 

 

Esto último es contemplado por el artículo 104 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, al disponer que el proveedor responde administrativamente por la falta de 

idoneidad del bien o servicio, pero también que es exonerado de responsabilidad 

administrativa si logra acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no 

previsible que configure ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de 

hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio consumidor afectado. 

Finaliza la norma estableciendo que, en la prestación de servicios, se considerará, para 

analizar la idoneidad del servicio, si la prestación asumida por el proveedor es de medios 

o de resultados. (Aldana, 2016, p. 16)  

 

Como es de verse, en los procedimientos de protección al consumidor, opera la regla de la carga 

dinámica de la prueba, en el sentido que una vez acreditado el defecto del bien o servicio, es el 

proveedor quien prueba que este defecto no le resulta imputable. 

 

Ahora bien, el consumidor espera que el proveedor de servicios bancarios implemente medidas 

de seguridad que permitan detectar consumos irregulares, esto es, fuera del comportamiento 

habitual de consumo, concepto definido por el Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito, en 

los siguientes términos:  
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Artículo 2°.- Definiciones  

Para efectos de lo dispuesto en el presente Reglamento, se considerarán las siguientes 

definiciones: 

5. Comportamiento habitual de consumo del usuario: se refiere al tipo de operaciones que 

usualmente realiza cada usuario con sus tarjetas, considerando diversos factores, como 

por ejemplo el país de consumo, tipos de comercio, frecuencia, canal utilizado, entre 

otros, los cuales pueden ser determinados a partir de la información histórica de las 

operaciones de cada usuario que registra la empresa. (art. 2, Resol. SBS 6523-2013, 2013) 

 

Es el caso que la normativa reglamentaria obliga a los proveedores que brinden servicios 

bancarios, cumplan con adoptar determinadas medidas de seguridad, las cuales se detallan en el 

artículo 17 del Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito: 

 

1. Contar con sistemas de monitoreo de operaciones, que tengan como objetivo detectar 

aquellas operaciones que no corresponden al comportamiento habitual de consumo del 

usuario. 

2. Implementar procedimientos complementarios para gestionar las alertas generadas por 

el sistema de monitoreo de operaciones. 

3. Identificar patrones de fraude, mediante el análisis sistemático de la información 

histórica de las operaciones, los que deberán incorporarse al sistema de monitoreo de 

operaciones. 

4. Establecer límites y controles en los diversos canales de atención, que permitan mitigar 

las pérdidas por fraude. 

5. Requerir al usuario la presentación de un documento oficial de identidad, cuando sea 

aplicable, o utilizar un mecanismo de autenticación de múltiple factor. La 

Superintendencia podrá establecer, mediante oficio múltiple, montos mínimos a partir de 

los cuales se exija la presentación de un documento oficial de identidad. 

6. En el caso de operaciones de retiro o disposición de efectivo, según corresponda, u 

otras con finalidad informativa sobre las operaciones realizadas u otra información 

similar, deberá requerirse la clave secreta del usuario, en cada oportunidad, sin importar 

el canal utilizado para tal efecto. (art. 17, Resol. SBS 6523-2013, 2013) 

 

Como es de verse, el consumidor tiene el derecho que el proveedor de servicios bancarios 

implemente sistemas de monitoreo de sus operaciones y cumpla con detectar aquellas operaciones 

inusuales que estén fuera del comportamiento habitual de consumo. 
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En resumen, la habitualidad de consumo se determina a partir de las operaciones que el 

consumidor realice por periodo, en este caso de acuerdo a los estados de cuenta mensuales. En 

ese sentido, el Banco tiene el deber de monitorear las operaciones considerando el patrón de 

consumo habitual, y en caso los sistemas de monitoreo detecten una operación inusual, se realice 

la alerta inmediatamente.  

 

En el caso en concreto, si bien la denunciante alega que existen consumos u operaciones no 

reconocidas, las cuales no habrían sido detectadas por el Banco, por lo que en principio al afirmar 

estos hechos está sujeto a cumplir con la carga de la prueba; sin embargo, en atención a la mejor 

posición probatoria, corresponde al Banco acreditar que adoptó las medidas de seguridad en cada 

oportunidad. 

 

2.2. La anulación del seguro y los mecanismos de seguridad para comprobar la identidad del 

titular. 

 

La denunciante argumentó que la Aseguradora anuló unilateralmente el seguro de protección 

contratado para su tarjeta Plus (tarjeta Credimás 4757 xxxxxxx 1197), sin adoptar las medidas de 

seguridad para comprobar la identidad del titular.  

 

Por otro lado, la Aseguradora alegó haber procedido con la anulación del seguro por solicitud de 

la denunciante mediante llamada a través de la banca telefónica del Banco, oportunidad en la cual 

se validaron los datos de identidad del usuario. 

 

De esta manera, el problema jurídico se centra en determinar si la anulación del seguro de 

protección contratado por la denunciante, se efectuó adoptando las medidas de seguridad 

pertinentes para validar la identidad del titular. 

 

Conforme lo expuesto en las secciones precedentes, una vez alegado el defecto del servicio 

brindado por la Aseguradora, ésta última debe probar haber cumplido con el deber de idoneidad 

del servicio que brinda, siendo que para proceder con la anulación del seguro, la Aseguradora 

debe corroborar la identidad del titular, siendo la expectativa que cualquier consumidor razonable 

espera recibir de su proveedor de seguros.  

 

En este caso, la Aseguradora ofreció la llamada entre la denunciante y el Banco para probar que 

previo a la anulación del seguro de protección, si cumplió con verificar la identidad del titular. 
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Cabe advertir que, si bien el seguro es brindado por la Aseguradora, es válido que las solicitudes 

de los titulares de los seguros canalicen sus solicitudes directamente con el Banco, entidad con la 

que mantienen un convenio para ofrecer la contratación de seguros de protección para los 

productos financieros del Banco. 

 

En el caso en concreto, se debe evaluar si efectivamente la Aseguradora cumplió con comprobar 

la identidad del titular del seguro de protección o, en su defecto, se ha vulnerado el deber de 

idoneidad del servicio brindado por la Aseguradora.  

 

2.3. La aplicación de la nulidad de oficio  

 

El Banco solicitó a la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI que declare 

la nulidad de la Resolución N° 0737-2022/SPC-Indecopi, toda vez que la medida correctiva 

ordenada, no toma en cuenta el criterio establecido en la Casación N° 956-2017 Lambayeque, que 

concluyó que el banco no tiene responsabilidad por sustracción por parte de terceros, siempre que 

cumpla con informar a los consumidores sobre las medidas de seguridad sobre fraudes por 

internet.  Asimismo, que se habría ordenado la devolución del dinero cuando el dinero fue 

transferido a personas vinculadas a la denunciante, entre otros argumentos. 

 

De esta manera, el problema jurídico se centra determinar la procedencia de la nulidad formulada 

contra la Resolución Final.  

 

En primer lugar, debe tenerse en cuenta que opera la presunción de validez de la Resolución N° 

0737-2022/SPC-Indecopi, siempre que la autoridad competente no declare su nulidad, conforme 

lo establecido en el art. 9 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. 

 

Ahora bien, en atención a la solicitud de nulidad formulada, debe analizarse si la Resolución Final 

incurre en las causales de nulidad contempladas en el art. 10 del Texto Único Ordenado de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS y, 

conjuntamente, si agravia el interés público o lesiona derechos fundamentales, con el propósito 

de determinar la competencia de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI, conforme lo establecido en el art. 213 del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS.. 

 

Como es de verse, el acto administrativo respecto al que se pretende su nulidad, debe configurar 

una doble lesión, esto es, que incurra en los vicios de nulidad del acto administrativo y, 
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conjuntamente, agravie el interés público o lesione derechos fundamentales, lo cual ha sido 

ampliamente abordado por la doctrina en los siguientes términos:  

 

(…) para efectos de la nulidad de oficio se requiere, no solamente que el acto 

administrativo sea nulo de conformidad con lo estipulado en la Ley, sino además que 

dicho acto vulnere el interés público. A esto se le denomina requisito de doble lesión. 

(Guzmán, 2013, p. 593) 

      

No basta que la Administración corrobore que un acto administrativo encierra uno de los 

vicios de nulidad listados en el artículo 10º de la LPAG para que declare su nulidad de 

oficio o demande su nulidad ante el Poder Judicial. Además, necesita encontrarse dentro 

del plazo para ejercer esta potestad y, con la redacción original de la LPAG, necesitaba 

verificar que la subsistencia del acto viciado afecta gravemente el interés público. 

Sin embargo, con la dación del Decreto Legislativo Nº 1272 la Administración no 

necesita acreditar, necesariamente y en todos los casos, que el vicio de nulidad vulnera el 

interés público. En efecto, gracias a esta norma también se le permite ejercer la potestad 

anulatoria con la verificación que el acto signado como nulo lesiona derechos 

fundamentales. (Sánchez, 2018, p. 223) 

 

En consecuencia, este problema jurídico obliga verificar la competencia de la Sala Especializada 

en Protección al Consumidor del INDECOPI para declarar la nulidad de oficio, en estricta 

observancia de las condiciones establecidas en el art. 213 del Texto Único Ordenado de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

3.1. Sobre la aplicación de las medidas de seguridad en el servicio bancario 

 

La denunciante refiere que el Banco habría permitido que se realicen cuatro operaciones que no 

reconoce, sin adoptar los mecanismos de seguridad correspondientes, por lo que la Autoridad 

Administrativa debe determinar si estas operaciones estaban dentro del patrón de consumo 

habitual o, caso contrario, habría sido necesario que el Banco active los mecanismos de seguridad 

para detectar y evitar que se completen las operaciones.  

 

Al respecto, al amparo del deber de idoneidad del servicio, las entidades del sistema financiero 

deben implementar las medidas de seguridad establecidas en el Reglamento de Tarjetas de débito 
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y Crédito, aprobado por Resolución SBS N° 6523-2013, entre ellas: sistemas de monitoreo, 

gestión de alarmas, identificación de patrones de fraude, establecer límites de consumo, la 

exigencia de requerir documentos de identidad en el consumo y el requerimiento de clave para 

determinadas operaciones. 

 

Sobre este punto, discrepo con la fundamentación de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor del INDECOPI que establece que el criterio determinante para evidenciar un uso 

fraudulento del producto financiero es el registro de consumos máximos totales efectuados en 

meses anteriores por la denunciante.  

 

Considero que este criterio debe ser complementado por otros factores de evaluación, los cuales 

han sido abordados en el voto singular de la Vocal A.R.C.M.M., entre ellos: canal para 

operaciones, frecuencia de operaciones, máxima operación individual y máximo total registrado. 

 

En ese sentido, siempre que el Banco hubiese aplicado el conjunto de criterios antes descritos, 

habría advertido que la primera operación por S/ 6,000 soles, excedía el importe máximo del 

consumo individual registrado en el histórico de la denunciante (S/ 3,000), por tanto, estaba fuera 

del comportamiento habitual de consumo. 

 

De igual manera, considero que el Banco debía tomar en cuenta que mediante la banca móvil, la 

denunciante sólo había realizado una operación mínima por S/ 15, antecedente que debía integrar 

la información histórica del sistema de monitoreo del Banco, que debió alertar que la primera 

operación estaba fuera del patrón habitual de consumo.  

 

Por otro lado, considero acertada la fundamentación de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor del INDECOPI al pronunciarse sobre la invalidez de las operaciones, en el sentido 

que aun cuando el Banco es quien ostenta la mejor posición para acreditar que su actuar se 

enmarca dentro del deber de idoneidad, lo que se conoce en la doctrina, como la carga de la prueba 

dinámica, no presentó los medios de prueba que acrediten que se cumplió el procedimiento para 

efectuar las operaciones no reconocidas por la denunciante, en resumen: (i) el ingreso de la clave 

de internet de seis dígitos, que permite acceder a la banca móvil; y (ii) el ingreso de la clave digital 

(clave token) para confirmar la operación. 

 

Es el caso que en los reportes ofrecidos por el Banco se verifica el ingreso de la clave token en 

las operaciones por S/ 6,000 y S/ 9,000 soles; sin embargo, no se acreditó que se digitó la clave 

de acceso a la Banca Móvil en cada oportunidad que se realizaron las operaciones, concluyendo 

que estas operaciones no siguieron el propio procedimiento del Banco, por ello, no es posible 
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concluir que las operaciones se realizaron válidamente, lo cual contraviene el deber de idoneidad 

del servicio.  

 

Por otro lado, considero que los argumentos de la nulidad formulada por el Banco son irrelevantes, 

en el sentido que aun cuando se pueda demostrar que las operaciones habrían sido a favor de 

familiares u otras personas vinculadas a la denunciante, lo cual permitiría presumir un posible 

caso de autofraude, no exime de responsabilidad al Banco por contravención del deber de 

idoneidad, al no haber cumplido con detectar estas operaciones inusuales que incluso se 

efectuaron sin seguir el propio procedimiento del Banco, sumado a ello, estas operaciones en 

definitiva terminaron destinándose a personas diferentes a la denunciante con intereses propios.  

 

3.2. Sobre la anulación del seguro y los mecanismos de seguridad  

 

La denunciante refiere que la Aseguradora habría anulado unilateralmente el seguro de protección 

que contrató para su tarjeta Plus (tarjeta Credimás 4757 xxxxxxx 1197) sin observar las medidas 

de seguridad para comprobar la identidad del titular. 

 

Al respecto, al amparo del deber de idoneidad del servicio, previo a la anulación del seguro 

contratado por la denunciante, la Aseguradora debió cumplir con validar la identificación del 

titular, quien es la única que ostenta la facultad de anular este contrato.   

 

En el caso en concreto, la Aseguradora ofreció la llamada por la banca telefónica, mediante la 

cual la denunciante solicitó la anulación, conforme podrá apreciarse de la transcripción: 

 

Denunciante: (...) Quisiera desafiliarme de mi seguro (...) 

Personal de banco: (...) Desafiliación, ok, lo vemos por este medio (...) 

Personal de banco: (...) ¿Usted es R**? (...) 

Denunciante: (...) Sí (...) 

Personal de banco: (...) Ok R***, vamos a empezar un proceso de validación con 

preguntas (...). 

Personal del Banco dice: ¿Qué productos tiene con nosotros? 

La denunciante señala: (...) tarjeta de ahorros (...) 

Personal del Banco dice: (...) ¿en qué moneda esta su cuenta? 

¿soles o dólares? (...) 

La denunciante señala: (...) soles (...) 

Personal del Banco dice: te voy a confirmar, siendo 12 del medio día con 10 minutos 

estamos procediendo con la anulación de esta póliza. 
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Como es de verse, considero acertada la fundamentación de la Comisión Especializada en 

Protección al Consumidor del INDECOPI que concluyó que la anulación se efectuó bajo los 

estándares de idoneidad del servicio, que se realizó mediante la banca telefónica del agente 

comercializador (Banco) del seguro de protección y, a la vez, se validó la identidad de la 

denunciante mediante preguntas sobre el tipo de cuentas y monedas, información personal y 

confidencial que sólo es conocida por el titular de la tarjeta asegurada. 

 

3.3. Sobre la declaración de nulidad de oficio 

 

El Banco solicita la nulidad de la Resolución Final, con la finalidad que se deje sin efecto la 

medida correctiva que ordenó la devolución de las operaciones no reconocidas por la denunciante, 

alegando que la referida resolución no toma en cuenta el criterio de exoneración de 

responsabilidad del Banco por informar a los consumidores sobre las medidas de seguridad sobre 

fraudes por internet (Casación N° 956-2017 Lambayeque) y, la vinculación de la denunciante con 

los destinatarios de las operaciones fraudulentas.  

 

Considero prudente que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI se 

pronuncie sobre la naturaleza y la competencia para declarar la nulidad de oficio, estableciendo  

que se trata de una atribución exclusiva de la Autoridad Administrativa, sin injerencia de los 

particulares, quienes en definitiva cuentan con los recursos administrativos en los que pueden 

argumentar la nulidad del acto administrativo, conforme lo establecido en el numeral 11.1 del 

artículo 11 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, 

aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS..  

 

De la misma manera, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI acierta 

cuando concluye que no es procedente la nulidad pretendida por el Banco, toda vez que no 

sustentó ni se desprendía del caso que esta supuesta afectación al Banco agravie el interés público 

o lesione derechos fundamentales, presupuestos necesarios para declarar la nulidad de oficio.  

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS  

 

Considero que la fundamentación de la Comisión Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI no contempla un análisis detenido, en el sentido que se limita en señalar que las 

operaciones se realizaron de forma no continua, siguiendo un patrón de consumo razonable y los 

montos estaban dentro de los límites máximos establecidos por el Banco, lo cual no permitió que 

el Banco active las alertas.  
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En esta misma línea, la Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI 

intenta trasladar la responsabilidad a la denunciante, indicando que es el consumidor quien debe 

verificar constantemente sus movimientos y las alertas remitidas por el Banco, lo cual 

definitivamente no puede eximir de la  obligación del Banco en adoptar las medidas de seguridad 

reglamentarias, entre ellas: sistemas de monitoreo, gestión de alarmas, identificación de patrones 

de fraude, establecer límites de consumo, la exigencia de requerir documentos de identidad en el 

consumo y el requerimiento de clave para determinadas operaciones. 

 

De este modo, es el Banco quien tiene la responsabilidad de implementar las medidas de seguridad 

que permitan detectar patrones de fraude y gestionar las alertas, argumento que encuentra sentido 

en el Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito. Caso contrario, si se traslada totalmente la 

responsabilidad al consumidor, como sostuvo la Comisión Especializada en Protección al 

Consumidor del INDECOPI, ocasionaría que los Bancos no observen su deber de garante de la 

intangibilidad de los fondos de sus clientes.  

 

En cuanto este extremo, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI 

realiza un análisis más preciso, determinando que la segunda operación por S/ 9,000 soles, 

superaba en exceso el monto máximo de consumo mensual registrado previamente que ascendía 

a S/ 8,728.99 soles, motivo por el cual el Banco debió activar la alerta para impedir que se efectúen 

las dos operaciones sucesivas por S/ 3.010 y S/ 5 soles. 

 

Debemos considerar que la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI se 

limita al registro de consumo máximos totales efectuados en meses anteriores como el único 

criterio para evidenciar el carácter fraudulento de las operaciones, lo cual no se ajusta a la realidad, 

por lo que comparto la fundamentación del voto en discordia que expone los criterios bajo los que 

se debe evaluar cada operación (canal para operaciones, frecuencia de operaciones, máxima 

operación individual y máximo total registrado), los cuales hubiesen permitido advertir que la 

primera operación por S/ 6,000 soles, excedía el importe máximo del consumo individual 

registrado en el histórico de la denunciante (S/ 3,000 soles), por tanto, se encontraba fuera del 

comportamiento habitual de consumo, oportunidad en la cual el Banco debió generar las alertas 

para impedir que se cargue esta transacción y evitar las sucesivas transacciones. 

 

Un punto importante que debemos agregar es que el Banco no ha tomado que los montos de las 

operaciones no reconocidas exceden sustancialmente del monto de la única operación por S/ 15 

soles realizada mediante la Banca Móvil, esto es, el Banco no habría verificado que el historial 

de operaciones por este canal era mínimo.  
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Por otro lado, la Comisión Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI no valoró 

adecuadamente los reportes Tandem y Wincha auditoria, concluyendo que acreditan que las 

operaciones se efectuaron con la información de la tarjeta, ingresando la clave secreta (token 

digital) en cada una de las operaciones materia de denuncia, por lo que se reputan válidas, lo cual 

no comparte la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI que determinó 

que no se cumplió con el propio procedimiento del Banco que debe seguirse para efectuar 

operaciones, toda vez que si bien se verifica que se digitó la clave token que confirmaba las 

operaciones, no acreditó el ingreso de la clave de acceso a la Banca Móvil, fase inicial para 

realizar las operaciones, por lo que estas operaciones no fueron válidas.  

 

En cuanto a la imputación formulada en contra de la Aseguradora, la Comisión Especializada en 

Protección al Consumidor del INDECOPI acierta cuando concluye que al momento de la solicitud 

de anulación del seguro de protección de tarjeta, se cumplió con la validación de datos de la 

denunciante, mediante preguntas sobre el tipo de cuentas y monedas, información estrictamente 

reservada por la titular.  

 

Finalmente, en cuanto a la nulidad formulada por el Banco, consideramos que el pronunciamiento 

de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI es acertado, toda vez que 

el Banco alegando una supuesta nulidad de oficio intenta presentar nuevos argumentos de defensa 

(contravención de una Ejecutoria Suprema y la vinculación entre la denunciante y los destinatarios 

de las operaciones no reconocidas), los cuales no fueron invocados oportunamente por el Banco 

mediante los recursos administrativos, siendo el medio idóneo para sustentar la nulidad del acto 

administrativo, admitir lo contrario, supone que se pierda la finalidad esencial de la nulidad de 

oficio, que se aplica siempre que el acto administrativo cumpla con el principio de doble lesividad, 

esto es, enmarcarse dentro de los vicios de nulidad del acto administrativo y, conjuntamente, 

afecte el interés público o lesiones derechos fundamentales. 

 

V. CONCLUSIONES  

 

La normativa de protección al consumidor se encuentra en permanente evolución, y este caso en 

concreto que versa sobre mecanismos de seguridad en las operaciones bancarias y en la anulación 

de seguros de protección, es una clara representación de este cambio, en el que se analizan una 

serie de factores que sirven para determinar si los proveedores cumplen con el deber de idoneidad 

de los servicios ofrecidos. 
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En conclusión, considero que la Resolución emitida por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor del INDECOPI fue adecuada al determinar la inobservancia del deber de idoneidad 

por parte del Banco, que no activó las medidas de seguridad para detectar que las operaciones 

denunciadas estaban fuera del patrón habitual de consumo, permitiendo que se realicen las 

sucesivas operaciones, cuando lo cierto y real fue que el Banco debió actuar inmediatamente para 

que no se carguen estas operaciones, más aún si se efectuaron sin seguir el procedimiento del 

Banco, esto es, el ingreso de clave de acceso a la banca móvil y clave token. 

 

Por otro lado, coincido con el criterio expuesto en el voto en discordia que expone la necesidad 

de contemplar otros factores de evaluación para determinar la habitualidad de las operaciones, 

adicionales a la evaluación del consumo total mensual del cliente que sirve de sustento para el 

pronunciamiento de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI.  

 

Es indispensable que las disposiciones emitidas por las autoridades involucradas en la regulación 

del sistema financiero evolucionen al ritmo de los cambios que requiere este sector, promoviendo 

medidas de seguridad que disminuyan los riesgos a los que los usuarios se encuentran expuestos 

en este contexto de la era digital.  

 

En cuanto a la Aseguradora, es correcto que la Comisión Especializada en Protección al 

Consumidor del INDECOPI acepte que la solicitud de anulación puede canalizarse a través del 

agente comercializador del seguro, por lo que es válido que el Banco atienda la solicitud de 

cancelación, lo que no exime de responsabilidad a la Aseguradora en comprobar la identidad del 

titular, lo cual si se cumplió mediante las preguntas formuladas, por tanto, no determinó 

responsabilidad por falta al deber de idoneidad. 

 

Por último, comparto el criterio de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI que declaró improcedente la nulidad presentada por el Banco, en el sentido que la 

Resolución Final se dictó conforme a ley, por lo que no se enmarca dentro de la doble lesividad 

que requiere la nulidad de oficio.  
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VII. ANEXOS 

 

• Denuncia y sus respectivos anexos 

• Descargos 

• Informe Final de Instrucción 

• Resolución Final emitida por la Comisión Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI 

• Recurso de apelación 
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• Resolución Final emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

INDECOPI. 

• Escrito de pedido de nulidad de oficio 

• Resolución de la Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI.  
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